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Resumen 

El artículo reconstruye el régimen de Asigna­
ciones Familiares (AAFF) en Argentina du-

rante el período democrático (1983-2019). En el 
análisis se despliega un esquema narrativo his-
tórico que concibe la acción estatal desde afuera 
y que se sostiene en fuentes documentales, regis-
tros estadísticos y en estudios previos. Se cons-
truye una periodización que establece sus límites 
temporales en base a las transformaciones insti-
tucionales indicando continuidades y rupturas 
entre administraciones de diferente signo políti-
co y al interior de ellas. Analiza los componentes 
trabajista y familiarista como elementos consti-
tutivos del surgimiento de las AAFF y como ca-
racterísticas que moldearon su masificación a lo 
largo de las décadas en forma segmentada a di-
ferentes grupos ocupacionales. Finalmente recu-
pera las condicionalidades exigidas a las familias 
y las exclusiones persistentes de algunos grupos 
de población en los sucesivos cambios institucio-
nales del régimen de AAFF desde la reapertura 
democrática.

Palabras clave: Asignaciones Familiares, Fa-
miliarismo, Trabajismo, Masificación, Segmenta-
ción.

Abstract

The article reconstructs the Family Allowan­
ces regime in Argentina during the democra-

tic period from 1983 to 2019. The analysis unfolds 
a historical narrative scheme that conceives sta-
te action from outside, and which is supported by 
documentary sources, statistics and in previous 
studies.

The work presents a periodization that esta-
blishes time limits based on institutional trans-
formations, indicating continuities and breaks 
between administrations of different political 
signs and within them. The article analyzes the 
labor and family components as constitutive ele-
ments of the emergence of Assignments and as 
characteristics that shape the massification of 
the system throughout the decades. Finally, it 
recovers the segmentation strategies, the condi-
tionalities required of families and the persistent 
exclusions of some population groups in the suc-
cessive changes that the regime had since the de-
mocratic reopening.

Key words: Family Allowances, Work, Fami-
liarity, Massification, Segmentation.



[ 26 ] RevIISE | Vol. 17, Año 15 | abril 2021 - septiembre 2021 | Artículos Libres
ISSN: 2250-5555 | Argentina | www.reviise.unsj.edu.ar

Introducción

Se despliega un esquema narrativo histórico ana-
lizando la acción estatal desde afuera (Bohoslav-
sky y Soprano, 2010), basado en fuentes docu-
mentales, estadísticas (registros administrativos 
y encuestas de hogares) y en estudios previos. 

El artículo se inscribe en una línea de investi-
gación sobre la provisión de bienestar en Argen-
tina iniciado hace una década.1 Se divide en dos 
partes: la primera periodiza la evolución del régi-
men de AAFF estableciendo sus límites tempora-
les en base a las transformaciones instituciona-
les e indicando continuidades y rupturas entre 
administraciones de diferente signo político y al 
interior de ellas. La segunda describe las condi-
ciones de inclusión y exclusión de la población 
en el régimen. Dada su especificidad y extensión, 
se omitió el análisis de los montos y los efectos 
distributivos de las prestaciones monetarias 
concentrando la atención en la caracterización 
institucional.

1 Proyecto Interdisciplinario de Investigación UBACyT, 
Grupo Consolidado, Programación Científica 2018-2021, 
20620170100001BA, Brechas de bienestar y bisagras de gestión 
en Argentina (2011-2019). Universidad de Buenos Aires. La 
trayectoria y los resultados del equipo de investigación 
puede consultarse en www.dspp.com.ar.

El régimen nacional de asignaciones fami­
liares (AAFF) tuvo su origen a mediados del 

siglo veinte. La producción académica concentró 
su atención a partir del surgimiento de la Asig­
nación Universal por Hijo para la Protección 
Social (AUH) en 2009, a la vez que muchos estu-
dios la incluyeron como parte del repertorio de 
los programas de transferencias condicionadas 
de ingresos (PTCI). En cambio, son escasas las 
investigaciones orientadas a vincularla en con-
tinuidad histórica con las AAFF (Hintze y Costa, 
2011; De Sena, Cena y Dettano, 2018; Calabria y 
Gaiada, 2020). 

Partiendo de esa vacancia, el artículo recons-
truye el régimen de AAFF durante el período de-
mocrático en Argentina entre 1983 y 2019. El di-
seño diacrónico definió un lapso marcado por el 
hito inaugural del cambio de régimen político en 
diciembre de 1983. Sin embargo, debido a las ca-
racterísticas del objeto de estudio y a los fines de 
identificar la naturaleza de las variaciones obser-
vadas, los antecedentes y las condiciones especí-
ficas de los arreglos institucionales debieron ser 
explicados a partir de una ventana de observa-
ción de mayor duración proveyendo el recurso de 
una concepción de alcance histórico (Mills, 1994). 

Un modelo trabajista y familiarista de asignaciones familiares

Las AAFF, también denominadas salario fami-
liar, son transferencias de dinero originadas 

con el propósito de aliviar las contingencias 
ocasionadas por la expansión familiar y los con-
siguientes gastos de reproducción, que en sus 
orígenes se denominaban cargas de familia. Ha-
cia finales del siglo diecinueve y comienzo del 
veinte, desde la formación de la Segunda Inter-
nacional Socialista en 1889, esa corriente de pen-
samiento colocó entre sus principales reclamos 
el límite a la jornada de trabajo y la imposición 
de un salario mínimo. A la vez, el catolicismo so-
cial, estimulado por la encíclica Rerum Novarum 
de 1891, reclamó por la protección de la familia 
contra el individualismo y el materialismo de las 
doctrinas liberales y socialistas (Falappa, 2016). 
Ambas perspectivas enmarcaron el debate local 
sobre la seguridad social y, particularmente, las 
AAFF fueron un emergente de la disputa: surgie-

ron como propuestas conservadoras, lideradas 
por el catolicismo social, fundada en la idea del 
trabajador/padre de familia/sostén del hogar y de 
la familia como célula básica de la sociedad, y de 
la mujer como la responsable doméstica de los 
cuidados de la higiene y la disciplina familiar, en 
oposición a la demanda de un salario mínimo o 
piso salarial fomentada por sectores sindicales y 
socialistas (Falappa y Mossier, 2014).2 Nacieron 
relacionadas con la cuestión laboral impregnan-
do su desarrollo bajo el principio contributivo, 
distinguiendo a quienes se consideraban no con-
tribuyentes del sistema. Como medidas que regu-
laban las relaciones de familiares y por lo tanto 
de género, recibieron críticas de la segunda ola del 
feminismo en el contexto de un capitalismo orga-

2 Falappa y Mossier (2014) reconstruyen el régimen de AAFF 
en el período 1917-1991.
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nizado de Estado de la postguerra (Fraser, 2009) 
en torno a su carácter androcéntrico y a su ca-
pacidad para disciplinar a quienes las contravi-
niesen, reforzando la autoridad de los varones en 
el hogar y canalizando las aspiraciones hacia el 
consumo doméstico privatizado.

Concentrándonos en el caso argentino, desde 
mediados del siglo veinte, la provisión de bienes-
tar estuvo asociada a las relaciones asalariadas 
formales en las cuales participaba habitualmen-
te el varón cabeza de familia, quien derramaba 
las protecciones hacia su cónyuge e hijos. El es-
quema se apoyó en un modelo familiar regido 
según el patrón varón proveedor/mujer cuidado-
ra, en tanto el trabajo doméstico femenino era 
un componente esencial en la reproducción so-
cial (Pautassi, 2004). El trabajador asalariado fue 
protagonista del aseguramiento estatal en detri-
mento de otras categorías sociales. Producto de 
la dinámica sindical organizada por rama y de la 
diferencial capacidad de movilización colectiva 
y de presión política de los distintos sectores so-
ciales, al interior de esa categoría aparentemente 
homogénea se consolidaron prestaciones dife-
renciales respecto de su extensión y calidad. Pese 
a las distorsiones sectoriales y desigualdades 
territoriales, el funcionamiento del mercado de 
trabajo formal con bajos niveles de desempleo y 
subempleo, en los hechos asemejaron al sistema 
de seguridad social, entre las décadas de los cua-
renta y los setenta, a uno con cobertura de cierta 
universalidad, pese a que diferentes investigacio-
nes señalaban las limitaciones de esa estrategia 
(Isuani, 1992; Lo Vuolo y Barbeito, 1994). Como 
veremos, la crisis del mercado formal de trabajo 
y la expansión de la informalidad y la precari-
zación laboral a partir de mediados de los años 
setenta puso en entredicho la capacidad protec-
tora de esos arreglos institucionales. Además, se 
incrementó notablemente la actividad laboral fe-
menina en el período transformando ese modelo 
familiar.

En el caso argentino, luego de la implementa-
ción de subsidios diseminados en los convenios 
colectivos de trabajo para ciertos grupos ocupa-

cionales de asalariados registrados, desde 1957 el 
fondo compensador fue el arreglo institucional que 
organizó el sistema de AAFF, un mecanismo me-
diante el cual los costos de los beneficios pagados 
a los asalariados del sector privado eran prorra-
teados de modo proporcional por el conjunto de 
la patronal, financiados en base a la nómina sa-
larial (Falappa y Mossier, 2014). Jurídicamente, se 
consideraban de carácter público no estatal. De 
tal manera, los pagos efectivamente establecidos 
al interior de cada unidad económica se conver-
tían en créditos o débitos, según la magnitud de 
las contingencias cubiertas, pretendiendo evitar 
la selección adversa del personal a contratar. Las 
prestaciones de los pasivos se sostuvieron con los 
aportes de los activos. En cambio, el personal es-
tatal recibió beneficios análogos bajo la forma de 
un subsidio directo previsto en el presupuesto de 
la jurisdicción correspondiente.

A grandes rasgos, las AAFF surgieron en la le-
gislación argentina a mediados de la década del 
treinta con la implementación del subsidio a la 
maternidad; en 1940 se incorporó el subsidio por 
hijo para el personal bancario, luego ampliándo-
se a otros grupos ocupacionales; hacia fines de 
los cincuenta se crearon las cajas compensado-
ras extendiéndose los beneficios al personal del 
comercio y de la industria, y en la década pos-
terior al portuario; en 1967 se unificó el sistema 
aunque cada caja mantuvo su estructura admi-
nistrativa; a comienzos de los setenta se extendió 
el beneficio al personal estatal a través del siste-
ma de pago directo y en 1973 a jubilados y pensio-
nados. Recién en 1975 se conformó plenamente el 
sistema.

El derecho a las prestaciones estuvo regula-
do por la relación de las personas adultas con 
el mercado laboral y por los aportes financieros 
provenientes de las contribuciones patronales 
sobre la masa salarial: la condición de sujeto de 
derecho de los niños, niñas y adolescentes del 
hogar (NNyA) fue subsidiaria de la condición ocu-
pacional-parental. Junto con el familiarismo, el 
trabajismo fue su otra característica constitutiva 
y persistente en la evolución del sistema.
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La evolución de las AAFF
Desde la política laboral hacia la lucha contra la pobreza

superior. La periodicidad de cada asignación era 
dependiente del tipo de contingencia a cubrir: de 
carácter mensual, anual, y de pago único. La in-
clusión del beneficio por familia numerosa, toda 
una novedad según Falappa y Mossier (2014), se 
articulaba con la orientación paternalista cris-
tiana de los cuadros a cargo de la gestión de los 
asuntos sociales durante la Revolución Argenti-
na (Osuna, 2017).4 

La ley unificó las distintas cajas existentes en 
tres: la Caja de Subsidios Familiares para Em­
pleados de Comercio, la Caja de Subsidios Fami­
liares para el Personal de la Industria y la Caja 
de Asignaciones Familiares para el Personal de 
la Estiba. Fueron intervenidas por el estado du-
rante el gobierno militar (1976-1983) y así se man-
tuvieron hasta su definitiva estatización en 1991.

El gobierno de Alfonsín organizó sus priori-
dades políticas en la consolidación del sistema 
democrático y se encontró condicionado por la 
crisis de la deuda externa y una indomable infla-
ción. En particular, la puja con el sindicalismo 
peronista por la fracasada iniciativa de la ley de 
asociaciones profesionales orientada a promover 
el pluralismo en la representación sindical con-
dicionó el conjunto de la política laboral (Fala-
ppa y Mossier, 2014), sin identificarse reformas 
sustantivas al régimen de las AAFF. En cambio, el 
déficit previsional fue foco de atención durante 
el período.

No obstante, se identificaron tres iniciativas 
que no alteraron la estructura legal: primero, el 
Decreto Nº 3.984/1984 incorporó a la población 
desocupada, más precisamente despedida re-
ciente extendiendo la percepción de las AAFF a 
trabajadores despedidos antes del 31 de diciem-
bre de 1985, al tiempo que extendía un subsidio 
por desocupación por un plazo de seis meses 
prorrogable por tres más en caso de mayores de 
45 años o familia numerosa; se financiaba con 
recursos de las cajas de AAFF y puede ser esta-
blecido como un antecedente de la AUH (Grondo-
na, 2017). Segundo, la Ley Nº 23.185 (1985) incor-

4 El mensaje del Decreto Ley Nº 18.017 señalaba: Al mismo 
tiempo, y como innovación trascendental en nuestra legislación, 
se instituye la asignación por familia numerosa, por la cual se 
abonará una suma adicional a partir del tercer hijo. Esta in-
novación representa sólo el comienzo de una política familiar 
y demográfica que tiende a estimular el aumento del número 
de nacimientos, para enriquecer así el potencial humano del 
país, como medio indispensable para respaldar un auténtico 
desarrollo nacional. Simultáneamente, y como acto de estricta 
justicia, se recompensa el esfuerzo y la generosidad de los traba-
jadores que tienen a su cargo familias numerosas.

Durante el período analizado (1983-2019) pue-
den distinguirse tres etapas: la inicial, here-

dera del régimen de AAFF impuesto por el go-
bierno de facto del general Onganía, llegando 
hasta 1991, con la creación del Sistema Único 
de la Seguridad Social (SUSS) y la estatización 
del régimen. La segunda transcurre entre 1991 y 
2009, desde la reforma de la administración del 
presidente Menem hasta la creación de la AUH 
como un componente no contributivo puesto en 
marcha por la presidencia de Cristina Fernández; 
por último, se inicia la masificación de la cober-
tura y una gran productividad institucional con 
medidas que modularon las condiciones de acce-
so y permanencia a los beneficios.

Primera etapa: 
la herencia de Onganía (1983­1991)

Durante la primera etapa, el régimen de AAFF 
desplegó su cobertura para los trabajadores del 
sector formal privado y estatal, que incluía a pa-
sivos y también a desocupados con cotizaciones 
previas, excluyendo al trabajo doméstico. Vale 
decir, con nula capacidad de incorporación tanto 
del trabajo independiente como del sector infor-
mal. Más allá de cambios menores, la estructura 
legal tuvo estabilidad durante el período (Fala-
ppa y Mossier, 2014).

El gobierno militar encabezado por el general 
Onganía (1966-1970) realizó una profunda refor-
ma de la seguridad social que incluyó al sistema 
previsional, a los seguros de salud (obras sociales) 
y al régimen de AAFF3. El Decreto Ley Nº 18.017 
de 1968 reglamentó las condiciones de acceso y la 
estructura de beneficios que, con modificaciones, 
tuvo vigencia hasta 1991.

La ley amplió los beneficios existentes y au-
mentó sus montos (Falappa y Mossier, 2014). Las 
prestaciones no se consideraban integrantes del 
salario ni sujetas a aportes ni descuentos jubila-
torios, ni tenidas en cuenta en caso de pago de in-
demnizaciones por despido o accidente o para la 
liquidación del sueldo anual complementario, e 
inembargables (art. 31º). Estableció beneficios por 
matrimonio, por maternidad, por nacimiento de 
hijos/as, por cónyuge, por hijo, por familia nu-
merosa, por primaria y por escolaridad media y 

3 Osuna (2017) ofrece una renovada interpretación de la 
orientación ideológica de la política social del gobierno de 
facto de Onganía.
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poró la asignación mensual por preescolaridad 
al menú de prestaciones existentes de la Ley Nº 
18.017 (art. 9º bis). Tercero, la Ley Nº 23.288 (1985) 
habilitó la transferencia del 25% de los recursos 
de las superavitarias cajas de AAFF al deficitario 
sistema previsional y disminuyó el aporte patro-
nal del 12% al 9% de la masa salarial, en compen-
sación por el incremento de los correspondientes 
al sistema previsional (Falappa y Mossier, 2014). 
A partir de ese entonces, al aporte patronal se 
mantendría en ese nivel.

En suma, durante una etapa signada por el en-
frentamiento entre la CGT y el gobierno alfonsi-
nista por la fracasada iniciativa de reforma labo-
ral y una indomable inflación, no hubo mayores 
alteraciones en el régimen de AAFF de 1968. En 
1989 asumió la presidencia Carlos Menem, bajo 
cuyo gobierno se configuraría un nuevo sistema.

Segunda etapa: 
Un régimen estatal selectivo y simplificado 
(1991­2009)

La segunda etapa comprende un largo período 
organizado a partir de la reforma ocurrida entre 
1991 (estatización de las cajas compensadoras) y 
1996 (sanción de la Ley Nº 24.714), hasta la am-
pliación del subsistema no contributivo en 2009 
(creación de la AUH). Es posible diferenciar dos 
momentos: primero, hasta los primeros años de 
la postconvertibilidad, con un deterioro de la 
cobertura y de la generosidad del sistema; y, se-
gundo, a partir de 2004, cuando el crecimiento 
del empleo formal y el aumento del monto de las 
prestaciones permitieron recuperar el carácter 
protector de las AAFF, pero sin franquear el hori-
zonte de la informalidad laboral.

La administración del presidente Menem 
(1989-1999) puso en marcha un programa econó-
mico caracterizado por la liberalización del co-
mercio exterior y la circulación de capitales ex-
ternos, la desregulación de mercados (en especial 
el financiero), y la introducción de la convertibi-
lidad cambiaria que mantuvo fija la paridad con 
el dólar, vinculó la base monetaria a las reservas 
internacionales y excluyó el financiamiento mo-
netario del déficit fiscal: permitió estabilizar los 
precios domando la escalada hiperinflacionaria 
que había azotado desde 1989. Introdujo una pro-
funda reforma estatal: en particular, el decreto 
Nº 2.284/91 creó el SUSS generando una cuenta 
única correspondiente a los aportes y contribu-
ciones del régimen jubilatorio, obras sociales, 
Fondo de Desempleo y AAFF, disolvió las cajas 
compensadoras y expropio sus bienes, estatizan-
do y unificando el sistema. Posteriormente el go-
bierno dio marcha atrás con el control de los fon-
dos de las obras sociales (Falappa y Mosier, 2014).

El giro estatista se limitó exclusivamente a las 
AAFF, aprovechando el nivel superavitario de sus 

finanzas, a los fines de atender las necesidades 
del sistema previsional; en un sentido, la deci-
sión resolvió una crónica irregularidad dada la 
casi permanente intervención estatal de las ca-
jas; en otro, su traspaso a la órbita oficial estuvo 
cargado de tensiones debido a la elevada y sobre-
dimensionada planta de personal, engordada por 
esos mismos actores, y al reclamo sindical por 
su absorción, mientras que los financiadores (la 
patronal) hicieron poco y nada por defenderlas 
(Falappa y Mosier, 2014). 

Para el curso de la política social, revelaría de-
cisiva la creación de la Administración Nacio­
nal de la Seguridad Social (ANSES) a los fines 
de la administración del SUSS y en particular 
de las AAFF (Decreto Nº 2.741/91) absorbiendo 
funciones de organismos disueltos: el ex Insti­
tuto Nacional de Previsión Social (INPS); las ex 
cajas nacionales de previsión (de la Industria, de 
Comercio y Actividades Civiles; de Personal de 
Estado y Servicios Públicos; para Trabajadores 
Autónomos); y las tres ex cajas de asignaciones 
familiares (Costa, Curcio y Grushka, 2014).

En julio de 1994 se firmó el Acuerdo Marco para 
el Empleo, la Productividad y la Equidad Social 
entre el gobierno nacional, el sindicalismo y las 
principales entidades empresariales (el llamado 
Grupo de los 8), con el objetivo de producir una re-
forma laboral, en momentos en los cuales la tasa 
de desempleo había superado el 10%; entre otras 
consideraciones, propuso la modificación del ré-
gimen de AAFF, el cual se precipitó durante 1996, 
meses después del inicio del segundo mandato 
presidencial.

En julio, en virtud del pacto social y arguyendo 
la necesidad de modificarlo en forma perentoria, 
el PEN firmó el DNU Nº 770/96, con un articu-
lado breve y conciso, que dejó sin efecto la Ley 
Nº 18.017 estableciendo un menú de prestaciones 
limitado (asignación por hijo, por maternidad y 
por nacimiento o adopción), la exclusión del be-
neficio a las categoría salariales más altas y una 
contribución patronal del 9% manteniendo las 
alícuotas existentes (7,5% para las AAFF y 1,5% 
para el Fondo Nacional de Empleo). El DNU Nº 
771/96 fijó los montos de las prestaciones y las 
condiciones de acceso5. Frente a las críticas de los 
sectores opositores por su contenido y alcance, 
y de la incomodidad del oficialismo por un DNU 
modificatorio de la seguridad social, el Congreso 
Nacional aprobó en octubre la reforma propues-
ta por el PEN, cuyos considerandos repitieron los 
enunciados en aquel decreto, sintetizados en el 
propósito de simplificar el sistema para mejorar 
su administración y control por parte de la auto-
ridad, mejorar la redistribución de los recursos 
existentes orientando los beneficios hacia los tra-
bajadores sobre cuyos ingresos tuvieran mayor 

5 La CSJN en el fallo Verrocchi, Ezio Daniel c/PEN-Adminis-
tración Nacional de Aduanas s/Acción de Amparo declaró la 
inconstitucionalidad de ambos decretos.
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significación, y ampliando el menú de prestacio-
nes que habían sido limitados por el decreto pre-
vio. En consecuencia, la Ley Nº 24.714 introdujo 
cinco cambios significativos: 

◊ Dos subsistemas con prestaciones diferentes. 
◊ Exclusión de los asalariados de altos ingre-

sos de las prestaciones, con excepción de la 
asignación por maternidad (mantuvo la ex-
clusión del personal del servicio doméstico). 

◊ Cuantías de las prestaciones mensuales in-
versamente proporcionales al salario.

◊ Eliminación de prestaciones contempladas 
en la legislación anterior.

◊ Regionalización de las prestaciones. 

En suma, junto con la mencionada estatiza-
ción y unificación, se configuró un nuevo régi-
men de AAFF.

La ley estableció un subsistema contributivo 
destinado a los trabajadores en relación de de-
pendencia, beneficiarios de la ley de Riesgos de 
Trabajo y del seguro de desempleo y otro no con-
tributivo destinado tanto a los beneficiarios del 
Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones 
como de las Pensiones No Contributivas por 
Invalidez. Distinguió una zona general y cuatro 
regiones, y para cada una se estableció una pres-
tación de mayor cuantía que la correspondiente 
a la primera. El personal estatal mantuvo benefi-
cios análogos bajo la forma de subsidios directos 
previstos en el presupuesto de la jurisdicción co-
rrespondiente. El nuevo régimen nacional convi-
vió con los establecidos para el personal estatal 
de cada provincia, con diferencias respecto de 
las prestaciones y de lo los montos (Calabria y 
Gaiada, 2020).

Un cambio sustancial fue la incorporación del 
criterio de selectividad que eliminó las presta-
ciones a la población asalariada de mayores re-
muneraciones, estableciendo además una pres-
tación inversamente proporcional al salario. A 
esos fines se crearon tres rangos salariales con 
cuantías diferenciales inaugurando un nuevo 
enfoque: las contingencias familiares pasaron 
a depender del nivel salarial de los adultos. Los 
excluidos fueron incorporados al régimen de de-
ducciones de cargas de familia del Impuesto a las 
Ganancias: la única prestación que se mantuvo 
fue la asignación por maternidad, es decir, aque-
lla que cubre el salario mensual de la madre asa-
lariada mientras usufructúa dicha licencia legal. 
Además, se eliminaron prestaciones del régimen 
previo: por familia numerosa (mensual), por es-
colaridad (mensual) y la anual complementaria 
por vacaciones. Se limitó la asignación por cón-
yuge a los acogidos por el régimen no contributi-
vo (población pasiva).

Conviene consignar dos relevantes iniciativas 
fallidas que, con distintas orientaciones y propó-
sitos, indicaban el agotamiento de un régimen 
de transferencias a NNyA inscripto en el trabajo 

asalariado formal frente a las distorsiones regre-
sivas del mercado de trabajo (incremento del des-
empleo, el subempleo, la informalidad y la preca-
rización). A la luz del tiempo transcurrido desde 
esos debates hasta la creación de la AUH, cobra 
significación la falta de respuesta estatal frente 
a la brecha de cobertura inscripta en un mundo 
laboral en transformación. Algunas propuestas 
reflejaban esta inquietud.

En primer lugar, en 1997, diputadas opositoras 
presentaron el proyecto de ley para la creación 
del Fondo de Ingreso Ciudadano de la Niñez 
(FINCINI), que consistía en la extensión del ré-
gimen de AAFF a los menores de dieciocho años 
independientemente de la condición laboral de 
los adultos responsables e incluyendo una refor-
ma fiscal. Además, disputaba el sentido de defi-
nición del sujeto de la prestación desplazando la 
condición ocupacional-parental hacia los NNyA, 
recogiendo la vigencia de la CIDN desde 1990 y 
su incorporación a la Constitución Nacional en 
1994. El proyecto nunca recibió tratamiento le-
gislativo pero tuvo insistencia parlamentaria en 
sucesivos ejercicios posteriores y constituyó un 
antecedente ineludible de los debates intensifica-
dos años después.

En segundo lugar, en noviembre de 2001, se-
manas antes de su renuncia a la presidencia, en 
el marco de la profunda crisis social que se agu-
dizaría dramáticamente en los meses posteriores 
y de la crisis de legitimidad que acosaba al go-
bierno desde la derrota en la elección de medio 
término del mes anterior, F. De la Rúa (1999-2001) 
firmó el DNU Nº 1.382 creando el Sistema Inte­
grado de Protección a la Familia (SIPROF) que, 
en sus considerandos, establecía la necesidad de 
ampliar la cobertura a todas las familias sea que se 
vinculen o no con una relación formal de empleo. 
Derogaba la Ley Nº 24.714, incorporaba la asig-
nación por hijo a los menores de 14 años prove-
nientes de hogares con trabajadores del sector 
informal y sin empleo y mantenía a los de los tra-
bajadores formales pero con ingresos inferiores 
a un tope (un criterio de selectividad de ingresos 
por debajo del existente) y establecía una presta-
ción por escolaridad media para los jóvenes de 14 
a 17 años en situación de pobreza condicionando 
el beneficios a la permanencia escolar (similar al 
esquema del régimen de 1968)6. Fue descartado 
por la siguiente administración y constituyó un 
frustrado, poco conocido pero significativo an-
tecedente de la AUH. Paralelamente, la Central 
de Trabajadores Argentinos (CTA) propuso al 
mismo tiempo el Seguro de Empleo, Formación 
y Asistencia Universal por Hijo mediante una 
amplia movilización social y consulta popular, 
con puntos de contacto con el SIPROF y diferen-

6 También aseguraba a los mayores de 65 años una prestación 
básica mensual independientemente de los aportes y contri-
buciones realizados durante la vida activa, con un esquema 
de incorporación gradual que se iniciaba con los mayores 
de 75 años.
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cias en cuanto a la generosidad de los beneficios. 
Ambos procesos, casi simultáneos, carecieron de 
un contacto político visible en la escena pública 
(Gamallo, 2003).

El quiebre de la convertibilidad en 2001 y el 
cambio político y económico que le sucedió, no 
trajo novedades respecto de la estructura insti-
tucional de las AAFF en los años inmediatos. A 
partir de la recuperación económica de 2003, el 
incremento del empleo formal contribuyó al me-
joramiento de la cobertura de las AAFF y, a partir 
de 2004 durante la presidencia de Néstor Kirch-
ner (2003-2007) se actualizaron las cuantías en 
varias oportunidades, que conservaban los valo-
res fijados en 1996 pese al notable cambio de los 
precios relativos desde la devaluación de 2002. 

La administración apostó a una recuperación 
de la condición salarial en un contexto de una ma-
yor bonanza económica: la inclusión progresiva 
y creciente de la población en relaciones asala-
riadas formales permitiría recuperar los niveles 
perdidos de protección social. En esa línea se re-
solvieron medidas destinadas a los sectores asa-
lariados registrados (recomposición salarial, au-
mento de AAFFF, estímulos para la registración 
del empleo, suspensión de despidos sin causa 
justa, modificación de la ley de quiebras, limita-
ción de las facultades del empleador, aumento 
del salario mínimo vital y móvil) (Arcidiácono, 
2012). Sin embargo, la permanencia de un amplio 
contingente asalariado en situación de no regis-
tración se presentó como una restricción estruc-
tural a la cobertura de las AAFF.

Hacia 2008, frente al amesetamiento de la ac-
tividad económica y de la creación de empleo, y 
el incremento de la inflación, diferentes actores 
tomaron posición sobre el rumbo de la política 
asistencial, reflejadas en numerosas iniciativas 
legislativas no tratadas (Bestard, Carrasco y Kan-
tor, 2012). En esa coyuntura cierto consenso por 
parte de la oposición y de otros sectores sociales 
en relación con algún tipo de renta universal por 
niñez tuvo una respuesta trabajista del gobier-
no reafirmando la postura oficial sobre el tema 
(Hintze y Costa, 2011). Desde el alto funciona-
riado, el Ministerio de Desarrollo Social (MDS) 
condensó las posturas más resistente bajo el su-
puesto de que el trabajo (en tanto empleo) era la 
única política universalizable y planteando la po-
tencial inequidad de ese tipo de medidas (MDS, 
2007)7. 

7 Danani (2017) explora la poca adhesión que suelen tener 
los principios universales al carecer de sujeto político que 
defienda como mecanismo legítimamente reivindicable de 
distribución de bienestar, sobre todo frente a respuestas 
particularistas/corporativas.

Tercera etapa: 
masificación y productividad institucional 
intensa (2009­2019)

La AUH surge en 2009 en el marco de una 
reinstalación del debate sobre la pobreza en la 
agenda pública y de la repercusión doméstica 
de la crisis económica internacional durante la 
primera presidencia de C. Fernández (2007-2011). 
Además, junto con la creación del Programa de 
Inclusión Social con Trabajo Argentina Trabaja 
en el MDS, se inscribieron dentro de un portafo-
lio de políticas surgidas frente a las limitaciones 
estructurales que mostraba el componente con-
tributivo y la escasa respuesta brindada por los 
programas de transferencia de ingresos (cerra-
dos y con prestaciones desactualizadas)8. Ambas 
políticas respondieron a la derrota en las eleccio-
nes de medio término de 2009, con casi un mi-
llón de votos oficialistas perdidos en la Provincia 
de Buenos Aires respecto de la elección previa.

Una gran productividad institucional se inició 
a partir de 2009: continuas iniciativas orienta-
das a modular el régimen de AAFF mostraron el 
creciente interés oficial en las transferencias de 
ingresos a los hogares con presencia de menores 
de edad. Se identifican tres hitos relevantes: pri-
mero, la incorporación de trabajadores y trabaja-
doras del sector informal e inactivo, del régimen 
de casas particulares y el sector rural; segundo, 
una serie de modificaciones en las condiciones 
de acceso y permanencia al régimen; y por últi-
mo, la inclusión del colectivo de trabajadores 
independientes del sector formal. En suma, esa 
etapa mostró un activismo institucional intenso 
en comparación con períodos previos a la vez que 
una fuerte concentración de decisiones en el PEN. 

Masificación
 
El DNU Nº 1602/09 creó la AUH e incorporó 

un nuevo subsistema no contributivo a la Ley 
Nº 24.714 extendiendo la asignación por hijo e 
hijo discapacitado a las familias de trabajado-
res del sector informal (que ganaran un sueldo 
inferior al Mínimo Vital y Móvil), desocupados 
y monotributistas sociales; posteriormente fue-
ron incluidos otros colectivos de población tra-
bajadora excluidos del decreto original: casas 
particulares y temporarios registrados del sec-

8 Los programas no tenían inscripción abierta (ni el Plan Je­
fas y Jefes de Hogar Desocupados ni el Programa Familias 
por la Inclusión Social; las Pensiones no Contributivas que 
crecieron exponencialmente desde 2003, eran las únicas bo-
cas de ingreso a las transferencias del ingreso (Arcidiácono, 
2012; Gamallo, 2019).
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tor agropecuario.9

En los considerandos del citado decreto se 
hizo referencia a la Ley Nº 26.061 de Protección 
Integral de NNyA, sin eliminar la condición ocu-
pacional-parental como reguladora del acceso al 
beneficio; además, señaló que la medida por sí no 
puede garantizar la salida de la pobreza de sus bene-
ficiarios, vale decir, desplazando el problema de 
la contingencia de la reproducción familiar; rea-
firmó la postura oficial que la mejor política social 
de promoción y articulación del tejido social es el tra-
bajo; por último, se presentó como una respuesta 
reparadora a una población que ha sido castigada 
por políticas económicas de corte neoliberal subesti-
mando distorsiones estructurales en cuanto a la 
permanencia y extensión de la informalidad y la 
precarización laboral.

La AUH cubrió a niños, niñas y adolescentes 
de hasta 18 años y sin límite de edad para perso-
nas con discapacidad, hasta un máximo de cinco 
hijos por familia. Exigió que los niños y adultos 
fuera argentinos (naturalizados o residentes le-
gales por un período no inferior a tres años), in-
cluyendo a los migrantes con permanencia en el 
país superior a tres años y quienes percibieran 
planes o programas especificados en regímenes 
de excepción. Se estableció la titularidad feme-
nina. Su financiamiento provino de recursos del 
sistema previsional. Permitió incorporar rápida-
mente a casi 1,8 millones de hogares y 3,5 millo-
nes de NNyA. En el mismo movimiento, registró 
y compiló la información biográfica identifican-
do la situación y la condición de cada individuo 
y de cada unidad doméstica, e incorporándola al 
sistema de pagos bancarizados, que resultó de 
utilidad para acciones posteriores.  

Con la AUH se reestructuró el universo de po-
líticas no contributivas vigentes (con excepción 
de las pensiones no contributivas) y quienes eran 
receptores de planes y programas nacionales de 
transferencia de ingresos y cumplían con los re-
quisitos para percibirla fueron migrando hacia 
ese régimen: el 57% de sus beneficiarios había re-
cibido un plan social nacional, provincial o mu-
nicipal en los diez años previos (MTEySS, 2014).

El monto abonado por hijo fue equivalente al 
valor establecido para la zona general. Una nove-
dad relevante fue la incorporación del concepto 
de condicionalidad en las prestaciones de la segu-
ridad social, desarrolladas por los programas de 
transferencia de ingresos vigentes, estableciendo 
controles de salud y de vacunación, y de asisten-
cia escolar: se abonaba el 80 por ciento del monto 
en forma mensual y lo restante una vez demos-
trado su cumplimiento.

9 El monotributo (Sistema de Régimen Simplificado) concen-
tra un único tributo de importe fijo de pago mensual, forma-
do por un componente previsional y otro impositivo (http://
www.afip.gob.ar/monotributo/). El monotributo social es un 
régimen electivo, creado con el objeto de facilitar y promov-
er la incorporación de los trabajadores del sector informal 
como contribuyentes.

En 2011 se creó la Asignación Universal por 
Embarazo (DNU Nº 446/11), una transferencia 
de dinero a mujeres embarazadas que cumplie-
ran con las mismas características estipuladas 
para la AUH (mismas exclusiones poblacionales 
y mismos montos y modalidad de pago). La can-
celación del acumulado se concretaba al momen-
to de la finalización del embarazo (nacimiento o 
pérdida) con la demostración del cumplimiento 
de las condicionalidades sanitarias. Fue un híbri-
do que combinó la prestación prenatal, abonada 
durante los meses de embarazo, y la asignación 
por nacimiento. 

En 2016, a poco de asumir la presidencia, M. 
Macri firmó el DNU Nº 593/2016 e introdujo una 
nueva modificación a la Ley Nº 24.714 con la in-
clusión de trabajadores independientes deno-
minados monotributistas, excluyendo a las dos 
categorías de mayor nivel de ingresos. Los consi-
derandos del decreto apuntaron al objetivo pro-
gramático de Pobreza Cero, una bandera elec-
toral del nuevo gobierno y haciendo referencia 
a los programas sociales; la mención de la ley Nº 
26.061 no estableció cambios en cuanto a la regu-
lación ocupacional-parental de los beneficios: de 
hecho, estableció que el derecho a la percepción 
dependió de estar al día con la obligación fiscal. 
Vale decir, los enunciados ratificaron el despla-
zamiento de las AAFF como políticas contra la 
pobreza. Adicionó un nuevo subsistema contri-
butivo, no obstante recibieron las mismas presta-
ciones que los receptores de la AUH: produjo un 
significativo salto de cobertura con la incorpora-
ción de unos 400 mil NNyA.

En junio de 2016, la ley Nº 27.260 creó la Pen­
sión Universal para el Adulto Mayor (PUAM) 
que estableció un beneficio previsional no con-
tributivo con requisitos menos exigentes, en es-
pecial los años de residencia, y un haber mensual 
y otras mejoras (compatible con beneficios del 
cónyuge y de los hijos, seguro de salud y carácter 
vitalicio) superiores a la PNC por vejez: sus be-
neficiarios fueron incluidos en el subsistema no 
contributivo de la Ley Nº 24.714.

Incrementalismo intenso

Además de la creación de la AUH y la AE, se 
incorporaron sucesivas reformas incrementales 
al régimen de las AAFF: es atípico, en un perío-
do relativamente breve, las continuas modifica-
ciones orientadas a mejorar el control sobre las 
prestaciones, evitar la doble cobertura, corregir 
inequidades y optimizar el sistema de pagos. 

En 2010, la ANSES estableció la finalización 
del Sistema de Fondo Compensador (Resolución 
Nº 144) incorporando a todas las empresas em-
pleadoras en el Sistema Único de Asignaciones 
Familiares (SUAF), que se había creado en 2008 
(Resolución Nº 292), imponiendo el pago direc-
to a los beneficiarios. En 2012 se estableció que 
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el personal estatal percibiera las prestaciones a 
través de ANSES, con cargo al presupuesto de 
sus jurisdicciones (Decreto Nº 1668). Vale decir, 
se concentró el régimen de AAFF en la ANSES 
fortaleciendo la capacidad de intervención del 
organismo.

En 2012 se introdujeron cambios con efectos 
en los beneficios y en la cobertura: 

◊ Comenzó a computarse el ingreso total fa-
miliar a fin de establecer el tramo salarial y 
el beneficio asociado.

◊ Se creó una cuarta categoría de tramo salarial. 

El primero introdujo el cómputo, para el cál-
culo de los tramos de ingresos, del ingreso total 
familiar (Decreto Nº 1.667/2012). Previamente el 
monto de la asignación dependía del salario del 
titular del beneficio (progenitor empleado) y en 
caso de que ambos tuviesen empleos formales, 
se consideraba como titular al de menor sala-
rio (Calabria y Gaiada, 2020). La medida preten-
día evitar que se dedujeran cargas de familia del 
impuesto a las ganancias y a la vez se cobrase el 
beneficio de la AAFF. Al reacomodar los topes de 
las remuneraciones, algunos grupos familiares 
pasaron a un tramo de ingresos superior al que 
se encontraban con la consecuente disminución 
del monto de la transferencia (Lozano et al., 2013). 
En contraposición, Calabria y Gaiada (2020) re-
saltaron una mejora en la equidad horizontal: 
el método anterior permitía que un niño/a con 
progenitores, uno con salario alto y otro con uno 
bajo, recibiera un mayor monto de asignación 
por el progenitor de bajos ingresos, mientras que 
otro niño/a con progenitores de sueldo medio 
cuya suma quizá fuera igual a la del primer caso 
recibiera una prestación menor. El segundo, la 
adición de un cuarto tramo de ingresos a los tres 
existentes, pretendió incluir a quienes ni perci-
bían AAFF ni deducían el impuesto a las ganan-
cias (Secretaría de Comunicación Pública-Presi-
dencia de la Nación, 2013). 

En 2013 se estableció la prioridad de la titula-
ridad femenina para todas las prestaciones (De-
creto Nº 614/13), tal como estaba vigente en la 
AUH. Sobre el tema persisten las controversias: 
por un lado, tendió a naturalizar y reforzar los 
estereotipos en las tareas de cuidado en cabeza 
de las madres (más aún ante la exigencia de con-
dicionalidades que implican supuestos morales 
sobre la población y sus comportamientos); por 
el otro, reconoció la tarea que en general reali-
zan las mujeres y sobre todo protegió los ingre-
sos ante situaciones de violencia o ruptura de la 
convivencia.

En 2013, el Congreso Nacional aprobó la ley Nº 
26.844 (Régimen Especial de Contrato de Traba­
jo para el Personal de Casas Particulares) e in-
corporó a ese colectivo al régimen de la AUH (si 
bien ya la estaban percibiendo), con la adición de 
una asignación por maternidad, propia del sub-
sistema contributivo, financiada por la ANSES y 
no por los empleadores. En 2015, se extendió la 
Ayuda Escolar Anual a los titulares de la AUH 
equiparándola al régimen contributivo.

Desde 2004, las cuantías de las prestaciones 
recibieron sucesivos aumentos de carácter dis-
crecional en cuanto al lapso y al monto. A fines 
de 2015 se modificó el criterio de actualización: 
la Ley Nº 27.160 estableció que a partir de marzo 
de 2016 los rangos de ingresos del grupo fami-
liar y los montos de las prestaciones se actuali-
zasen con el mismo parámetro que los haberes 
previsionales (heredados de la movilidad previ-
sional establecida en 2008), esto es, dos aumen-
tos semestrales (marzo y septiembre) mediante 
una fórmula que consideraba variables como la 
recaudación impositiva, la cantidad de benefi-
cios previsionales y la evolución de los salarios. 
A fines de 2017, la ley Nº 26.417 modificó nueva-
mente el criterio considerando la evolución de 
los precios y los salarios formales y consideran-
do aumentos cuatrimestrales (marzo, junio, sep-
tiembre y diciembre).

En diciembre de 2016, la ley Nº 27.346 restrin-
gió la forma de deducción de los hijos/as a cargo 
del impuesto a las ganancias a partir de 2017: 

◊ Permitió a cada progenitor deducir hasta el 
50% de cada hijo en común (o bien decidir 
quién deducía el total).

◊ Prohibió la simultánea percepción del bene-
ficio de la AAFF y de la deducción fiscal, si 
bien fácticamente era una magnitud poco 
significativa. 

Vale decir, se propuso eliminar la doble deduc-
ción y el doble beneficio. Además, redujo la edad 
de 24 a 18 años cumplidos, equiparando la situa-
ción con el régimen de AAFF.

El último cambio fue la creación en 2019 de 
un único sistema liquidador para garantizar el 
pago de la asignación independiente de la inser-
ción laboral del adulto y del régimen en el cual 
se encuentre inscripto (AUH-AAFF) denominado 
Cobertura Universal de la Niñez y la Adolescen­
cia (CUNA) (ANSES, 2019). Si bien fue puramente 
administrativo, permitió optimizar la gestión de 
un sistema heterogéneo. 
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Masificación, segmentación y exclusiones persistentes

Sobre las prestaciones 

La Tabla Nº 1 muestra la distribución de los 
distintos tipos de prestaciones en los subsiste-
mas vigentes al cierre del período estudiado: la 
inclusión de grupos ocupacionales por etapas re-
sultó en una composición segmentada del menú 
de prestaciones.

La masificación del régimen de AAFF se carac-
terizó por tratamientos diferenciales a la po-

blación receptora en dos dimensiones: prestacio-
nes e inclusión de condicionalidades duras. 

Tabla Nº 1. Argentina. Beneficios del régimen nacional de asignaciones familiares 
según tipo de cobertura y categoría ocupacional de la población adulta. Año 2019. 
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Tipo de cobertura = AUH=Asignación Universal por Hijo, AAFF=Asignaciones Familiares. 
Tipo de beneficio = A) por hijo; B) hijo con discapacidad; C) prenatal; D) cónyuge; E) maternidad; F) matrimonio; G) na-
cimiento; H); adopción; I) Ayuda escolar anual; K = condicionalidad

Fuente: elaboración propia en base a la ley Nº 24.714 y modificatorias.
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El beneficio común es la asignación por hijo e 
hijo discapacitado de pago mensual. Los grupos 
con cotizaciones efectivas (población ocupada 
asalariada y desempleada) disfrutan de la mayor 
cantidad de prestaciones (ocho), con excepción 
de la asignación por cónyuge. El resto de la pobla-
ción cubierta goza de la misma cantidad de pres-
taciones (cuatro), con la diferencia de la percep-
ción condicionada de la población cubierta por 
la AUH. Vale decir, el subsistema no contributivo 
creado por la ley Nº 24.714 y sus incorporaciones 
posteriores tendió a equiparar sus prestaciones. 
La asignación por cónyuge, relevante en el régi-
men familiarista de 1968, quedó reservada para 
la población pasiva.

Quienes quedaron comprendidos en el Impues-
to a las Ganancias (asalariados e independientes 
con mayores ingresos laborales) pudieron dedu-
cir del pago fiscal como cargas de familia a hijos/
as, hijos/as discapacitados, y cónyuge, en un be-
neficio calculado en forma anual.

Sobre las condicionalidades

Una novedad fue la incorporación del reperto-
rio de la condicionalidad (controles de salud y de 
vacunación, y de asistencia escolar) en la seguri-
dad social, frecuente en los programas de transfe-
rencia de ingresos, que acercaron a la AUH a esa 
categoría y disputaron el sentido de la interven-
ción (De Sena, Cena y Dettano, 2018) y la disputa 
clasificatoria se plasmó en documentos oficiales 
(CEPAL, 2012 y ANSES, 2013). En apretada sínte-
sis, en la normativa se sostiene que mediante las 
condicionalidades se fomenta el capital humano 
para romper con la trasmisión intergeneracional 
de la pobreza (en clave de la promoción ligada a 
transformar, reparar, incentivar y/o moralizar 
a los responsables de esas exigencias). Otra ex-
plicación las concibe como oportunidades para 
identificar la oferta no cubierta de los servicios 
de salud y de educación. Por su parte, investiga-
ciones enfocadas en los tomadores de decisión 
visibilizaron argumentos de economía política: 
esquemas de justificación de las transferencias 
de ingresos en países con arraigo del modelo tra-
bajocéntrico. A su vez, fueron analizadas crítica-
mente desde los estudios de género por su con-
tribución a reproducir estereotipos femeninos 
(maternalismo social) al reforzar el rol simbólico 
de las mujeres como madres (Esquivel et al., 2012).

En particular, la AUH endureció el efecto de 
la condicionalidad: a diferencia de las interven-
ciones previas, instaló una retención mensual y 
la acreditación de su cumplimiento dio lugar al 
cobro de lo acumulado y a la continuidad de su 
percepción destinándose esfuerzos burocráticos 
para su control, aspecto ausente en los progra-
mas precedentes (Arcidiácono, 2016). Entre 2011 y 

2017, el cumplimiento para el cobro del remanen-
te osciló entre el 79 y el 85% de sus receptores (AN-
SES, 2019). En un contexto inflacionario, la reten-
ción minó el poder adquisitivo de la prestación.

El carácter masivo de la AUH interpeló a los 
servicios de salud y de educación cuya respon-
sabilidad es subnacional: en el primero se dio 
respuesta sinérgica vinculándola con el Plan Na­
cer/SUMAR; mientras en la AUH la acreditación 
de los controles sanitarios fue condición para la 
percepción del acumulado, la inscripción al plan 
es requisito para el alta a la AE.10

En cambio, los estudios señalan un mayor des-
acople con la oferta educativa (Feijoo y Corbetta, 
2014). Además, en los primeros años dado que se 
habilitaba el cobro para los NNyA que asistieran 
a establecimientos educativos públicos, la inter-
pretación por parte de las burocracias de AN-
SES fue en clave de público-estatales excluyendo 
a aquellas familias que optaban por los públicos 
de gestión privada. El requisito generó reacciones 
adversas al suspenderse el pago a quienes asis-
tían a esos establecimientos (Circular Nº 79/10 de 
ANSES). Posteriormente se reincorporaron los 
pagos suspendidos pero sin modificarse el requi-
sito y generándose rutinas de inspección sobre 
el uso familiar de los fondos. En ese escenario, 
cobró protagonismo el momento de la permanen-
cia (cumplimiento de las condicionalidades) a di-
ferencia del momento del acceso, donde pusieron 
foco los trabajos sobre programas sociales. En la 
permanencia se juega el papel central de un re-
novado entramado burocrático (de la seguridad 
social, educativa y sanitaria) que disputa y com-
parte territorios y poblaciones con las clásicas 
burocracias asistenciales.

En definitiva, las condicionalidades mostraron 
un trato diferente entre receptores, en un contex-
to donde las prestaciones no contributivas son 
masivas y permanente, es decir, ni residuales ni 
temporarias. Diferente trabajos señalaron evi-
dencias no concluyentes a la hora de estimar sus 
efectos (Salvia, 2011; UNGS, 2011; Garces, 2017, 
Aquín, 2014, Kliksberg y Novakovsy, 2015).

Por último, el principal antecedente de una 
prestación condicionada se encuentra en la Ley 
Nº 18.017 (1968): la percepción de la asignación 
mensual por hijo entre 15 y 17 años dependía de 
la asistencia escolar, en momentos en los cuales 
la escolarización de ese tramo etario era bajo y su 
participación en el mercado de trabajo era una 
opción válida y recurrente por buena parte de 

10 El Plan Nacer (luego Programa SUMAR) era un programa 
federal del Ministerio de Salud de la Nación que promovió la 
creación de seguros públicos de salud para mejorar la cober-
tura y la calidad de atención de las mujeres embarazadas, 
puérperas (hasta 45 días después del parto) y de los niños y 
niñas menores de 6 años que carecen de cobertura explíci-
ta de una obra social. Posteriormente fue extendido a toda 
la población menor de 64 años (cfr. Arcidiácono, Gamallo y 
Straschnoy, 2014).
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las familias trabajadoras11. La única prestación 
contributiva vigente condicionada es la Asigna­
ción Anual por Escolaridad que históricamente 
solicitaba la certificación anual de regularidad. 
Tal exigencia fue eliminada en 2007 en base a 
la presunción de asistencia escolar (Straschnoy, 
2017); con la creación de la AUH se la reincorpo-
ró en 2011: de todas formas, su omisión ponía en 
riesgo el beneficio anual pero no la mensual, a 
diferencia de lo que sucede en el subsistema no 
contributivo.

Sobre las exclusiones persistentes

El progresivo escalamiento de la población cu-
bierta por el régimen nacional de AAFF tuvo tres 
hitos: la poda de receptores con altos salarios en 
1996 (no se cuenta con datos disponibles sobre la 
magnitud), la incorporación del contingente de 
empleo informal, casas particulares y otros en 
2009 (casi 4 millones de NNyA) y la inclusión de 
los trabajadores independientes en 2016 (otros 
400 mil). En tal sentido, considerando la infor-
mación disponible a noviembre de 2019, sobre 
un total de algo más de 13 millones de NNyA re-
gistrados, la cobertura efectiva del régimen na-
cional llega a casi 8,4 millones: el 62% de la po-
blación mencionada (ANSES, 2019). Además, la 
deducción de cargas de familia del Impuesto a 
las Ganancias representa 1,2 millones de NNyA 
y otro tanto son cubiertos por los regímenes pro-
vinciales (excluidos del régimen nacional). En 
suma, entre los diferentes componentes se llega 
aproximadamente al 80 por ciento de los NNyA, 
si bien otras estimaciones indican un rango que 
varía entre el 85 y el 94 por ciento (Beccaria y 
Costa, 2020; Díaz Langou, Caro Sachetti y Karcz-
marczyk, 2020; y Calabria y Gallada, 2020), cuyas 
diferencias se apoyan en las inferencias respecto 
del alcance de los regímenes provinciales.

En los años de la postconvertibilidad, dos fe-
nómenos combinados operaron en dirección 
contraria. Por un lado, el crecimiento del empleo 
formal produjo un incremento en la cobertura 
del subsistema contributivo y, subsidiariamen-
te, de la extensión de la cobertura previsional y 
de las PNC el no contributivo. Por otro lado, el 
mecanismo de exclusión asociado a la cresta sa-
larial tuvo efectos pendulares: la apertura de las 
negociaciones paritarias a partir de 2004 elevó 
los salarios y, en la medida en que la autoridad 
fiscal no modificaba el mínimo no imponible, en 
forma simultánea un conjunto de familias iban 
quedando excluidas de las AAFF pasando a inte-
grar el colectivo de beneficiados por la deducción 
fiscal. Ese desajuste tuvo efectos en la cobertura 

11 La tasa bruta de matriculación del nivel secundario en 
1970 era del 44,8% (http://data.uis.unesco.org/).

del subsistema contributivo12.
Los estudios disponibles mediante encuestas 

de hogares permiten comprender la evolución de 
la cobertura: la Encuesta de Condiciones de Vida 
de 2001 (SIEMPRO, 2003) registró un alcance del 
régimen de AAFF (sin considerar la deducción 
fiscal) del 36 % de NNyA mientras que la Encues­
ta Nacional de Protección Social (ENAPROSS) 
de 2011(MTEySS, 2014) relevó una cobertura del 
42,5% por parte de la AAFF (nacionales y provin-
ciales) y del 24,9% por parte de la AUH; vale decir, 
un incremento de unos 6 puntos porcentuales de 
las AAFF y una expansión de casi un cuarto de 
la población de NNyA. Por último, en base a la 
Encuesta Nacional de Estructura Social 2014/15, 
Danani y Grassi (2019) identificaron una cober-
tura del 31,2% (AAFF), 29,2% (AUH) y 9,4% (am-
bas) entre los hogares con presencia de NNyA. En 
suma, el régimen masificó se alcance duplicando 
su cobertura poblacional entre fines del siglo pa-
sado y la segunda década del actual.

Es amplia la evidencia disponible sobre la fo-
calización de la AUH en los hogares con mayores 
niveles de pobreza: el 20% más pobre de la pobla-
ción se estima que recibe el 50% de las transfe-
rencias por ese concepto (Bracco, Falcone, Galea-
no y Gasparini, 2017); entre los dos quintiles de 
menores ingresos la cobertura alcanzó al 37,6% 
en tanto en el quintil intermedio (tercero) llegó al 
18,9% mientras en los dos superiores descendió 
al 4,8 por ciento en 2015 (Arza, 2018).

De acuerdo con la reglamentación vigente, 
el acceso a las prestaciones está regulado por la 
condición ocupacional-parental generando la ex-
clusión de los siguientes grupos ocupacionales: 

◊ Trabajadores independientes correspondien-
tes a monotributistas de categorías altas y, 
en contraposición, autónomos de bajos in-
gresos, un grupo numeroso de unos 390 mil 
NNyA (ANSES, 2019). 

◊ Población trabajadora del sector informal 
con un salario superior al Mínimo Vital y 
Móvil.

◊ Perceptores de planes o programas sociales 
o prestaciones de la seguridad social no es-
pecificados dentro de los regímenes de ex-
cepción.

Además, existen condiciones de exclusión no 
asociadas con la condición ocupacional-parental: 

◊ Para la población migrante, los requisitos 
de acceso a la AUH son elevados, en compa-
ración con los programas previos, al exigir 

12 Entre 2003 y 2014, la proporción de hogares cubiertos por 
las AAFF contributivas pasó apenas de 16,2% a 18,6% (2,4 
puntos porcentuales), pero se incrementó en 4,8 puntos por-
centuales entre 2003 y 2008, se retrajo en 6,3 puntos porcen-
tuales entre 2008 y 2011, para elevarse nuevamente en 3,9 
puntos porcentuales entre 2011 y 2014 (Poy, 2020).
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tanto que NNyA como adultos sean argen-
tinos, naturalizados o extranjeros residen-
tes legales por un período no inferior a tres 
años; presenta un desacople con los cambios 
normativos que en el mismo período pro-
movieron la ampliación de los derechos de 
ese colectivo (Ceriani et al., 2011); alcanzan a 
unos 16 mil NNyA (ANSES, 2019)13. 

◊ La población privada de libertad (incluyen-
do personas internadas en instituciones de 
salud mental y con discapacidad psicoso-
cial), que alcanzó sede judicial.

13 Al respecto se han pronunciado críticamente el Comité 
de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familiares y el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, ambos pertenecientes a 
la Organización de Naciones Unidas (ONU, 2011).

◊ Quienes no cuenten con un Documento Na-
cional de Identidad.

Por último, la AUH estableció el límite del 
quinto hijo para la percepción del beneficio sin 
fundamentar razones. Para las familias con más 
de seis hijos se contemplan las Pensiones No Con-
tributivas para madres de siete o más hijos Ley Nº 
23.746 de 1989): en otras palabras, esos hogares se 
encuentran cubiertos, si bien se excluyen a unos 
15 mil NNyA (ANSES, 2019).

Conclusiones

El régimen de AAFF creado en 1968 no tuvo ma-
yores novedades durante el primer gobierno 

de la joven democracia, si bien se introdujeron 
modificaciones menores en el menú de presta-
ciones. Recién en 1991 y 1996 (primer y segundo 
mandato de C. Menem) se generó el cambio al ca-
lor de una profunda reforma estatal: en el marco 
del ajuste estructural y la privatización de los ser-
vicios públicos, se dio un giro estatista y centrali-
zador con la creación del SUSS y de la ANSES, y la 
unificación y estatización del régimen de AAFF 
en 1991. Sin embargo, se mantenía un límite in-
franqueable: el empleo formal como regulador 
del acceso a las prestaciones. Esa reforma consa-
gró rasgos permanentes: exclusión de población 
asalariada de mayores ingresos y diferenciación 
de subsistemas (contributivo y no contributivo). 

La gestión de C. Fernández establecería una 
ruptura radical con la incorporación de la pobla-
ción trabajadora del sector informal y una serie 
de reformas incrementales al conjunto del siste-
ma. Por último, le correspondió a la administra-
ción Macri el mérito de incorporar a un sector 
del trabajo independiente.

A nivel del orden político institucional, las 
reformas que moldearon el régimen de AFFF se 
caracterizaron por una limitada actuación del 
Congreso Nacional. El período analizado heredó 
un régimen creado por un decreto ley de un go-
bierno militar (1968), que recibió modificaciones 
de menor rango previamente a 1983, y la incorpo-
ración de prestaciones por ley en 1985. Recién en 
1996, se sancionó una nueva ley (Nº 24.714), pre-
cedida por una polémica derogación de dos DNU. 

El activismo institucional por parte del PEN in-
trodujo cambios sustantivos en términos de co-
bertura (DNU en 2009 y en 2016) y otros orienta-
dos a mejorar el control sobre las prestaciones, 
evitar la doble cobertura, corregir inequidades y 
optimizar el sistema de pagos entre 2010 y 2015. 
La participación legislativa se limitó a las leyes 
de movilidad de las cuantías de las AAFF que, 
en rigor, procuraron resolver la actualización 
de los haberes jubilatorios. En consecuencia, el 
Congreso Nacional tuvo una relevante interven-
ción en 1996 y fue escenario de iniciativas que no 
prosperaron, si bien influyeron en el contenido 
de las reformas posteriores. En las últimas dos 
décadas el impulso estuvo en manos del PEN: en 
especial, las reformas incrementales posteriores 
a 2010 demostraron una notable atención oficial 
al tema.

Desde otro punto de vista, la conformación de 
medidas administrativas de menor relieve pero 
de efectividad organizativa como el SUAF y la 
incorporación de las prestaciones del personal 
estatal, la ANSES fue dotándose de capacidad 
institucional para transferir dinero a las familias 
con NNyA. La incorporación de la AUH a la se-
guridad social no contributiva consolidó su pro-
tagonismo para la gestión de las transferencias 
hacia la población careciente de empleo formal, 
un campo disputado por otras agencias estatales. 
Sin olvidar que aún continúan grupos excluidos, 
ANSES superó los problemas de las interven-
ciones previas en las cuales resultaba crítico el 
acceso a las prestaciones haciendo uso de meca-
nismos de gestión clásicos de la seguridad social 
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(identificación de los receptores, cruces de infor-
mación, procesos de inscripción y pago regular). 
La compilación de la información biográfica de 
esos individuos y sus familias permitió vehiculi-
zar posteriores acciones estatales.

El régimen de AAFF se acomodó con la segmen-
tación del mercado de trabajo reproduciendo un 
esquema de subsistemas diferenciados, con me-
canismos de acceso y menú de prestaciones para 
aquellos considerados contribuyentes y para quie-
nes se definieron fuera de tal categoría. En tal 
sentido, el componente no contributivo ganó im-
portancia con el surgimiento de la AUH, al punto 
tal de alcanzar casi la mitad de las prestaciones 
que mensualmente abona ANSES. El propósito 
legislativo de 1996 de simplificar el sistema no fue 
resuelto ni en sus propias disposiciones ni en las 
reformas posteriores: por el contrario, el fin del 
período estudiado muestra dos subsistemas con-
tributivos y otros dos no contributivos. La masi-
ficación de la cobertura horizontal, en 2009 y en 
2016, se dio por agregación de conglomerados de 
población ocupacional en regímenes específicos 
y, a la vez, por diferenciación de la cobertura ver-
tical. A esta altura, califica como un rasgo nítido 
del modo argentino de gestionar la protección so-
cial: tendencia a la universalización estratificada 
manteniendo la diferenciación meritocrática en 
el menú de prestaciones. En definitiva, la justifica-
ción trabajista expresada en la condición ocupacio-
nal-parental continuó imponiendo su distinción. 

La mayor expresión de la segmentación se es-
tableció con la inclusión de los mecanismos de 

control y repertorios de merecimiento cristali-
zados en las condicionalidades de salud y educa-
ción exigidas para los receptores de la AUH. Esas 
prestaciones arrastran el tratamiento diferente 
hacia la población  destinataria, propia de los 
precedentes programas de transferencias condi-
cionada de ingresos, con el agravante endureci-
miento de las sanciones que llegan hasta la pérdi-
da de la prestación. A la vez, con esas exigencias 
ganó centralidad el momento de la permanencia 
(control de condicionalidades): para ello, ANSES 
desplegó rutinas tradicionales pero sin el acom-
pañamiento de las típicas labores de asistencia y 
promoción de esos repertorios.

La preeminencia de la condición ocupacio-
nal-parental desplazó como sujetos de derecho 
de las transferencias a NNyA, inclusive frente a 
innovaciones jurídicas de relevancia (la CIDN en 
1990, su incorporación a la CN en 1994 y la Ley Nº 
26.061 en 2005), disputando el sentido con pro-
yectos alternativos no concretados. De tal modo, 
prevaleció la orientación trabajista: NNyA como 
sujetos dependientes de adultos asignados según 
su relación con el mercado de trabajo.

Por último, en 2009 y en 2016 se advirtió un 
desplazamiento enunciativo: la ampliación de las 
AAFF se vinculó con el combate a la pobreza, es 
decir, como un instrumento de transferencia de 
ingresos hacia la población vulnerable. En otras 
palabras, un tradicional asunto de política labo-
ral y negociación sindical fue virando hasta con-
vertirse y consolidándose en la escena pública 
como la principal política asistencial.
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